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cAnon 1265 del código de derecho cAnónico:
AplicAción de su normAtivA en unA cAusA 

trAmitAdA por Ante lA JusticiA civil ArgentinA 

jorge antonio di nicco

Una de las formas más tradicionales que ha tenido y tiene la iglesia
de adquirir los bienes que necesita son las colectas1. 

se trata, agrega aznar gil, de una materia delicada y donde fácil-
mente se puede abusar o sorprender la buena fe de los fieles. Por ello se
comprende el interés de la iglesia en establecer una normativa rígida en esta
materia, reforzada, a su vez, por la posibilidad de que cada conferencia
episcopal pueda dictar normas que regulen su ejercicio2.

de allí que el canon 1265 establezca: 

§ 1. Salvo iure religiosorum mendicantium, vetatur perso-
na quaevis privata, sive physica3 sive iuridica, sine proprii
ordinarii et ordinarii loci licentia, in scriptis data, stipem
cogere pro quolibet pio aut ecclesiastico instituto vel fine. 

aadc Xvii (2011) 235-246 

1 limosnas entregadas por los fieles a petición de clérigos, religiosos o laicos, y que
van destinadas a satisfacer necesidades concretas.

2 cf. f. aznar gil, comentario al canon 1265, en aa. vv., código de derecho
canónico edición bilingüe comentada por los profesores de la Facultad de derecho
canónico de la universidad pontificia de Salamanca, Madrid 200117, pág. 655. 

3 con respecto al concepto de persona física privada, aznar gil dice que “tradicio-
nalmente se suele entender bajo el nombre de privadas las que no están dotadas de algún
oficio eclesiástico, ya que en tal situación no actúan en nombre de la iglesia. así, v. gr., el
párroco se considera que actúa como persona pública cuando ejerce sus tareas dentro de su
jurisdicción”. f. aznar gil, la administración de los bienes temporales de la iglesia.
legislación universal y particular española, salamanca 1984, pág. 92.
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§ 2. episcoporum conferentia potest normas de stipe
quaeritanda statuere, quae ab omnibus servari debent, iis
non exclusis, qui ex institutione mendicantes vocantur et
sunt.

como se puede apreciar de la lectura del canon, quedan a salvo de
esta norma los institutos mendicantes. se trata de mendicantes en sentido
estricto4; de allí que a cualquier otro instituto de vida consagrada le está
prohibido solicitar limosnas sin la licencia escrita del ordinario propio y del
ordinario del lugar correspondiente5.

de echeverría precisa que la prohibición de hacer colectas sin los
debidos permisos de ambos ordinarios, establecida en el § 1 del canon
1265, se refuerza con la posibilidad de que la conferencia episcopal pueda
dictar normas que alcancen incluso a los mendicantes religiosos, que esta-
ban libres de tales formalidades. se trata, dice, de evitar “peticiones indis-
cretas, engaños en cuanto a la finalidad y el consiguiente desprestigio de la
religión”6. 

el canon 1265, § 2, faculta, dice tirapu, a la conferencia episcopal
para que dicte las normas reguladoras de las colectas, que han de ser obser-
vadas por todos: “personas jurídicas públicas, personas privadas –físicas y
jurídicas–, e incluso los que se llaman y son mendicantes”7.   

la conferencia episcopal argentina, a tenor del citado § 2, estable-
ció la siguiente norma:

conforme al canon 1265, sobre colectas deberá observar-
se lo siguiente:

cualquier persona jurídica eclesiástica, o sus representan-
tes, o sus enviados, necesitan para realizar cualquier clase
de colectas, la licencia escrita del ordinario propio y del
ordinario del lugar donde se desee hacer la colecta. Salvo

4 Por ejemplo los capuchinos.
5 cf. d. tiraPU, comentario al canon 1265, en aa. vv., comentario exegético al

código de derecho canónico (obra coordinada y dirigida por a. Marzoa, j. Miras y r.
rodrígUez-ocaña) vol. iv/1, Pamplona 19972, pág. 86.

6 cf. l. de echeverría, comentario al canon 1265, en aa. vv., código de
derecho canónico edición bilingüe comentada por los profesores de la Facultad de derecho
canónico de la universidad pontificia de Salamanca, Madrid 199110, pág. 601.

7 d. tiraPU, comentario al canon …, pág. 86.

jorge antonio di nicco
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que en la autorización conste lo contrario expresamente,
todas las recaudaciones permitidas que se realicen en
parroquias o iglesias o colegios católicos, y que tengan
carácter general, no particular, deberán remitirse a la
curia diocesana, que retendrá para las obras pastorales de
la diócesis el 10% de la recaudación bruta.

las demás formas de recaudación, a saber: festivales, ker-
meses, rifas, sorteos, bonos, etc., que realicen en la dióce-
sis personas físicas o jurídicas pertenecientes a la iglesia,
necesitan permiso escrito del ordinario del lugar, a quien
corresponde juzgar sobre su finalidad, necesidad o conve-
niencia. también en estos casos, el 10% de las recauda-
ciones netas deberá enviarse a la curia diocesana para
obras pastorales. no se presumen permisos habituales ni
verbales8. 

Más allá de que en la diócesis, respecto de cuáles son los actos de
administración extraordinaria, la última palabra la tiene el obispo diocesa-
no, el derecho universal ha fijado algunos casos para cuya realización se
requiere licencia escrita del ordinario, y entre ellos se encuentra “hacer
colectas para cualquier institución o finalidad piadosa o eclesiástica”
(canon 1265, § 1)9. 

recuérdese, a su vez, que en relación a los actos de los administra-
dores que excedan los fines y el modo de la administración ordinaria el
canon 1281, § 1, dice: 

§ 1. Firmis statutorum praescriptis, administratores invali-
de ponunt actus qui fines modumque ordinariae adminis-
trationis excedunt, nisi prius ab ordinario facultatem
scripto datam obtinuerint.

la norma es clara: para la realización de los actos que sobrepasan los
límites y el modo de la administración ordinaria el administrador debe soli-

8 conferencia ePiscoPal argentina, decreto general promulgado el 19 de marzo
de 1986, boletín oficial. legislación complementaria, buenos aires 1992, 36.

9 cf. j. gonzález greñón, el párroco y la administración de los bienes eclesiásti-
cos, aadc 11 (2004) 407.

canon 1265 del código de derecho canónico: aPlicación de sU norMativa...
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citar, y obtener previamente, bajo pena de nulidad del acto, la autorización
de su ordinario10.  

ahora bien, en la república argentina el artículo 1º del acuerdo con
la santa sede reconoce a la iglesia el libre y pleno ejercicio de su jurisdic-
ción en el ámbito de su competencia11. 

sobre este particular, un fallo de la corte suprema de justicia de la
nación señaló:

“tal reconocimiento de jurisdicción implica la más plena
referencia al ordenamiento jurídico canónico para regir
los bienes de la iglesia destinados a la consecución de sus
fines, en armonía con la remisión específica del art. 2345
del código civil argentino”12.

Y el artículo 2345 del código civil argentino dice:

los templos y las cosas sagradas y religiosas corresponden a
las respectivas iglesias o parroquias, y están sujetas a las dis-

10 aznar gil dice que “estos actos de administración conllevan, o pueden razona-
blemente conllevar, un serio riesgo de que la situación patrimonial de la persona jurídica
pueda resultar perjudicada (c. 1295), o pueden implicar una variación sustancial en su
valor, etc., por lo que es lógico que el ordenamiento canónico establezca un control en su
realización para tutelar a la propia persona jurídica”. f.aznar gil, comentario al canon
1281, en aa. vv., código de derecho canónico edición bilingüe comentada por los profe-
sores de la Facultad de derecho canónico de la universidad pontificia de Salamanca,
Madrid 200117, pág. 665. véase también z. coMbalía, comentario al canon 1281, en aa.
vv., comentario exegético al código de derecho canónico (obra coordinada y dirigida por
a. Marzoa, j. Miras y r. rodrígUez-ocaña) vol. iv/1, Pamplona 19972, págs. 127-128.

11 el acuerdo entre la santa sede y la república argentina fue suscrito el día 10 de
octubre del año 1966, y ratificado por la argentina el 23 de noviembre de 1966 mediante ley
17032. el canje de los instrumentos de ratificación se efectuó en el vaticano el día 28 de
enero del año 1967. el acuerdo se publicó en aas 59 (1967) 127-130. 

12 corte suprema de justicia de la nación, fallo del 22 de octubre de 1991, causa
“lastra, juan c/ obispado de venado tuerto”. Padilla expresa que el libre y pleno ejercicio
de la jurisdicción eclesiástica fue expresamente utilizado para fundar esta sentencia en la que
se discutía la procedencia del embargo sobre un bien inmueble destinado a sede de la dióce-
sis y vivienda de integrantes del clero. cf. n. Padilla, los acuerdos entre la república
argentina y la Santa Sede, en aa. vv., acuerdos y concordatos entre la Santa Sede y los
países americanos (j. g. navarro floria –coordinador), buenos aires 2011, pág. 62.

jorge antonio di nicco
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posiciones de los artículos 33 y 4113. esos bienes pueden ser
enajenados en conformidad a las disposiciones de la iglesia
católica respecto de ellos, y a las leyes que rigen el patrona-
to nacional.

como se puede apreciar, este artículo 2345 reconoce la pluralidad de
patrimonios eclesiásticos. 

dichos patrimonios, según la jurisprudencia argentina, son propios y
separados, y pertenecen a cada parroquia o diócesis, por ello, cada uno de
estos sujetos tienen responsabilidad patrimonial independiente14. 

Por otra parte, la referencia a las disposiciones contenidas en las nor-
mas canónicas que hace este artículo 2345 alude al texto del código de
derecho canónico sancionado en 1983; en cuya normativa se contienen dis-
posiciones precisas acerca de la naturaleza de los bienes temporales de la
iglesia y de su administración y enajenación15. 

así, con este panorama normativo, ingresaremos al análisis de una
causa tramitada por ante la justicia civil y resuelta aplicando la normativa
referenciada. 

como se ha señalado, la conferencia episcopal argentina, a tenor del
canon 1265, § 2, estableció que para organizar la venta de una rifa16 “que
realicen en la diócesis personas físicas o jurídicas pertenecientes a la
iglesia” se necesita el permiso escrito del ordinario del lugar; y es exclusi-
vamente a él a quien corresponde juzgar sobre su finalidad, necesidad y
conveniencia. 

la causa que ahora veremos, concluida hace pocos años, derivó, pun-
tualmente, de la desautorización de un obispo diocesano a la realización de
una rifa por parte de cáritas de una parroquia. 

13 barra precisa que “por el art. 33, de nuestro código civil, la iglesia es una per-
sona jurídica pública esto es, de derecho público. pero es la única persona de derecho públi-
co no estatal”. r. c. barra, el dominio en el derecho canónico en comparación con el
derecho civil argentino, en aa. vv, Sociedad argentina de derecho canónico –Sadec-,
jornadas anuales, la plata, 28, 29 y 30 de octubre de 2009, buenos aires 2010, pág. 24. 

14 cf. cámara federal de san Martín, fallo del 6 de julio de 1993, causa “anSeS c/
parroquia niño de jesús de praga”.     

15 cf. h. a. von Ustinov, aspectos del derecho eclesiástico del estado argentino
en torno al patrimonio de las personas jurídicas canónicas, aadc 9 (2002) 196.

16 la rifa es un juego de azar en que por sorteo se adjudican uno o más premios a
los poseedores de los números premiados, entre los muchos más vendidos hasta conseguir
mayor ingreso que el costo de la cosa o cosas rifadas.

canon 1265 del código de derecho canónico: aPlicación de sU norMativa...
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la excelentísima cámara de apelaciones en lo civil y comercial de
azul17, sala ii, con fecha 29 de noviembre de 2005, en la causa número
48.899, “garcía, pascual alberto c/ obispado de azul y otro s/ daños y
perjuicios”, registro 159 sentencia civil, resolvió que el obispado de azul
no era responsable por haber desautorizado la realización de una rifa, según
contrato celebrado entre un particular y cáritas de la parroquia “v. de B.”. 

el demandante había iniciado juicio resarcitorio de daños contra el
obispado de azul y cáritas de la parroquia “v. de B.”, señalando que había
firmado un contrato con el presbítero “B.”, en representación de la parro-
quia, para organizar una rifa en el partido de tandil –provincia de buenos
aires–, la que había sido autorizada por la Municipalidad de tandil pero
cancelada de inmediato porque el obispado había desautorizado la actua-
ción del presbítero “B.”. 

la frustración de la organización y venta de la rifa, y las ganancias
esperadas, condujeron al demandante al reclamo; el cual sustentó la respon-
sabilidad de cáritas de la parroquia “v. de B.” en que, representada por el
citado presbítero, fue quién celebró el contrato, y la del obispado de azul
porque pidió la cancelación de la rifa sin invocar ninguna causal culpable
endilgable a esa parte. 

la sentencia de Primera instancia rechazó la demanda, declaró nulo
de nulidad absoluta el contrato suscripto por el presbítero “B.”, dispuso que
ambos demandados reintegren al demandante el 50% de los gastos afronta-
dos para organizar la rifa, e impuso las costas en el 70% al demandante y el
30% restante a la parte demandada18.

17 el departamento judicial de azul se encuentra ubicado en la provincia de buenos
aires.

18 Para arribar a esas conclusiones la sentencia de Primera instancia consideró que
el origen de la relación entre el demandante y la parroquia “v. de B.” es la que surge de un
contrato inicial del 19 de marzo de 1999, para organizar otra rifa y que el objeto de este pro-
ceso deriva de aquél. se refiere a las marcadas diferencias de ganancias que se adjudican a
cada parte, que este emprendimiento está prohibido por el artículo 5 de la ley 11.349 y la
ordenanza Municipal de tandil 4463/88, y que al tener un objeto prohibido el contrato es
nulo de nulidad absoluta, conforme al artículo 953 del código civil, el cual dice: “el objeto
de los actos jurídicos deben ser cosas que estén en el comercio, o que por un motivo espe-
cial no se hubiese prohibido que sean objeto de algún acto jurídico, o hechos que no sean
imposibles, ilícitos, contrarios a la buenas costumbres o prohibidos por las leyes, o que se
opongan a la libertad de las acciones o de la conciencia, o que perjudiquen los derechos de
un tercero. los actos jurídicos que no sean conformes a esta disposición, son nulos como si
no tuviesen objeto”. la sentencia también entiende, dejando a salvo que el obispo diocesa-

jorge antonio di nicco
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este pronunciamiento fue apelado tanto por la parte demandante
como por la parte demandada.

la parte demandada centró los perjuicios –agravios– que le ocasio-
naba la sentencia apelada en la atribución de “colaboración” (del obispado
de azul) en “un acto nulo de nulidad absoluta” (en referencia al contrato del
presbítero “B.”)19 y en la exorbitancia de la ganancia reclamada. 

reiteró que al contestar la demanda aclaró que cáritas parroquia “v.
de B.” no poseía personería jurídica propia y participaba de la personería del
obispado de azul, y que el presbítero “B.” no tenía ni mandato ni su repre-
sentación. 

también reiteró que el decreto general “48-49” a.P. de la
conferencia episcopal argentina –en uso de las facultades que prevé el
canon 1265 del código de derecho canónico– establece que las rifas, bonos,
etc. que realicen en la diócesis personas físicas o jurídicas pertenecientes a
la iglesia necesitan permiso escrito del obispo20.

el dr. galdos21, anticipando opinión, expresó que la sentencia apela-
da debía ser revocada acogiéndose el planteamiento del obispado de azul,
en su doble legitimación y declarando la ausencia de facultades del presbí-
tero “B.” para asumir la representación y obligar a cáritas Parroquia “v. de
B.” por el contrato celebrado con el demandante. 

del expediente administrativo municipal resultaba que, a instancias
del presbítero “B.”, quien se había presentado como colaborador represen-
tando a cáritas de la Parroquia “v. de B.”, se había obtenido la autorización
administrativa de la Municipalidad de tandil a cáritas de la Parroquia “v.
de B.” para emitir 10.000 boletas; pero que ese decreto de autorización
municipal había sido derogado ante la comunicación del obispado de azul. 

no desconoció la organización de la rifa, que medió colaboración por parte del obispado en
todo el trámite administrativo llevado a cabo por el presbítero “B.” para solicitar autoriza-
ción municipal para hacer circular la rifa; y en base a esa colaboración dispuso que el 50%
de los gastos realizados por el organizador –que es la parte demandante- los afronte la parte
demandada.

19 como surge en la precedente nota 18 in fine. 
20 la norma de la conferencia episcopal argentina, como se ha visto, habla que se

necesita “permiso escrito del ordinario del lugar”, no dice “permiso escrito del obispo”.  
21 juez de la excelentísima cámara de apelaciones en lo civil y comercial del

departamento judicial de azul, sala ii, a quién le correspondió votar en primer orden en la
sentencia.

canon 1265 del código de derecho canónico: aPlicación de sU norMativa...
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a su vez, en cuanto a la legitimación pasiva22 del obispado de azul,
de la Parroquia “v. de B.” y de cáritas de la parroquia “v. de B.”, la sen-
tencia de la excelentísima cámara precisó que era necesario formular algu-
nas aclaraciones porque se habían involucrado, en el caso, varias personas
jurídicas –públicas y privadas–. 

se señala que el contrato lo había firmado el demandante con el
presbítero “B.” que representó a la parroquia “v. de B.”, que el trámite lo
había instado el presbítero “B.” como colaborador de cáritas de esa parro-
quia y que es a esa institución a quien se le otorgó la autorización munici-
pal para emitir las rifas; pero se indica que no se demandó a la parroquia “v.
de B”, en cuyo nombre se firmó el contrato con el demandante23, sino a
cáritas de esa parroquia y al obispado de azul, asumiendo el obispo dio-
cesano ambas representaciones al contestar la demanda, en legitimación
asumida en la causa, y que fuera consentida por la parte demandante, sin
observaciones ni objeciones. 

se hace mención que la iglesia católica es una persona jurídica de
carácter público, atento lo establecido por el artículo 33 del código civil;
pero que también todas y cada una de la divisiones territoriales –diócesis,
parroquias que establezca la iglesia– gozan del mismo carácter público de
ella; y que la referencia que hace el artículo 2345 del código civil a las igle-
sias y parroquias importa el reconocimiento no sólo de la iglesia católica
Universal, sino de la pluralidad de personas jurídicas diferentes en el seno
de la propia iglesia que tengan su personalidad jurídica conforme a las leyes
nacionales o eclesiásticas. Que la propia e independiente personería jurídi-
ca de cada parroquia y de la diócesis significa que los bienes o fondos de
una parroquia no responden por las deudas de la diócesis, ni la diócesis por
deudas particulares de la parroquia, y que la personalidad propia de una
parroquia no está supeditada al previo reconocimiento del estado nacional;
pero, se aclara, que esa bipartición de personalidad jurídica entre parroquia
y diócesis no obsta que la representación legal de uno y otro competa al
mismo obispo24.

242

22 la legitimación pasiva es la aptitud de una persona para ser demandada en un proceso.
23 resulta llamativo que la parroquia “v. de B”, en cuyo nombre se firmó el contra-

to, no haya sido también demandada.
24 Y al efecto se realizan, entre otras, las siguientes citas de fallos: c.n.com. sala

e, 30/8/89 “lemos jorge c/ obispado de venado tuerto”, l.l. 1991-c-363, con nota de
arturo juan figueroa y e.d. 135-723; c.n.civ. sala c, 8/10/92 “cloro, jorge c/

jorge antonio di nicco
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se precisa, por su parte, que todas las consideraciones vertidas con-
ducen a entender que el obispo de azul haya asumido la representación del
obispado de azul y de cáritas parroquia “v. de B.”; y que ello se corres-
pondía, e importaba admisión del doble carácter invocado, con la comuni-
cación cursada por el señor obispo diocesano del expediente administrati-
vo a la Municipalidad de tandil como obispo de azul y Presidente de
cáritas diocesana notificando que en ninguna de esas condiciones había
autorizado la rifa de cáritas de la parroquia “v. de B.”, evento que –aclaró–
requería su autorización escrita.

se pone de manifiesto, también, que el presbítero “B” no estaba
facultado para contratar la organización de una rifa que involucraba impor-
tantes sumas de dinero, ni en nombre de la parroquia ni de cáritas de esa
parroquia “v. de B.”, lo que además, por aplicación del canon 1265 y del
canon 127, solo puede hacerse con autorización por escrito del obispo25; y
se indica que en el expediente la conferencia episcopal argentina había
transcripto las disposiciones canónicas aplicables, que –se expresa en la
sentencia– no son derecho de conocimiento obligatorio para el juez; citán-
dose, al efecto, el artículo 375 del código Procesal civil y comercial de la
Provincia de buenos aires26.

arzobispado de Buenos aires”, l.l. 1993-b-220, d.j. 1993-1-893; cám.civ.2ª de la capital,
26/3/42, “Municipalidad de la capital c/ curia eclesiástica”, j.a. 1942-iii-911; cám. civ.
y com. Mercedes, sala i, 8/2/90 “Manno c/ pesce y ots.” –inédito- citado por juan navarro
floria, ¿”puede una parroquia católica ser demandada en juicio”? cit. e.d. 156-109. en
cuanto a la aclaración que se efectúa sobre que la bipartición de personalidad jurídica entre
parroquia y diócesis no obsta que la representación legal de uno y otro competa al mismo
obispo, es de señalar que el código de derecho canónico expresa, en su canon 532, que en
todos los asuntos jurídicos el párroco representa a la parroquia a tenor del derecho; y que los
administradores –conforme el canon 1288- no iniciarán juicio en nombre de una persona jurí-
dica pública ni responderán a él en el fuero civil, sin haber obtenido licencia por escrito del
ordinario propio. como se ve, ante un juicio, la representación legal de una parroquia com-
pete, previa licencia por escrito del ordinario propio, al párroco.  

25 entiendo que se debe haber deslizado un error al citar el canon 127 en relación
con el canon 1265 y con lo establecido por la conferencia episcopal argentina a tenor del §
2 de éste canon 1265.  

26 dicho artículo dice: “carga de la prueba. incumbirá la carga de la prueba a la
parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el
juez o tribunal no tenga el deber de conocer. cada una de las partes deberá probar el pre-
supuesto de hecho de la norma o normas que invocaré como fundamento de su pretensión,
defensa o excepción”. von Ustinov precisa que no es habitual que el derecho canónico forme
parte de los planes de estudio de las facultades de derecho, e ilustra sobre las consecuencias
que de ello se deriva. cf. h. a. von Ustinov, aspectos del derecho…, 196.
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el dr. galdos expresa que parte de la base jurídica indiscutida de que
sólo el obispo local, como titular de la diócesis o como Presidente de
cáritas diocesana tenía facultades para autorizar la organización de la venta
de la rifa de cáritas de la parroquia “v. de B.”27, ello porque se pretende la
responsabilidad del obispado de azul por haber desautorizado esa rifa,
pidiendo la derogación del decreto municipal de autorización sin invocar
causal alguna que adjudique culpa al demandante.

cuando se solicitó –por la Municipalidad– que el obispado de azul
asuma responsabilidad solidaria por la entrega de los premios de la rifa, ya
que se había presentado administrativamente una certificación de constan-
cias de personería jurídica de dicho obispado, el obispo diocesano, sin
demora alguna, por nota ingresada a la Municipalidad contestó que él era el
único que podía otorgar autorización a cáritas o a la parroquia para recabar
permiso municipal, sea como obispo o Presidente de cáritas diocesana, y
que no había conferido esa autorización ni había delegado su facultad.

Y a continuación, el dr. galdos, textualmente dice:

“no se advierte entonces antijuridicidad ni reproche legal
alguno en el proceder citado del obispado ya que la autori-
dad eclesiástica, en el estricto marco de sus facultades para
autorizar (o no) cualquier forma de recaudación –por festi-
vales, rifas, sorteos, bonos, etc.– que a efectuarse en la dió-
cesis personas físicas o jurídicas pertenecientes a la iglesia
(can. 1265; fs. 57) no confirió ese permiso, que le pertene-
ce, excluyentemente. en suma: al no mediar ningún com-
promiso anterior ni obligación legal del obispado ni de
cáritas, no se confirió la mentada autorización que es potes-
tad discrecional del obispo, para cuyo otorgamiento puede
juzgar “su finalidad, necesidad o conveniencia” (sic.).

consecuentemente no se configuró ningún acto ilícito que
de origen a ningún deber de reparar, sea de fuente con-
tractual o extracontractual, por lo que la demanda contra
el obispado de azul debe ser rechazada (arts. 499, 505,
1066, 1067, 1068, 1197, 1198 y concs. cód. civ.)”.

27 sobre el particular se reitera lo indicado al respecto por la norma de la
conferencia episcopal argentina.  

jorge antonio di nicco

anuario201225dejuniocorregido andres_F anuario articulos, 1-226.qxp  27/06/2012  07:36 p.m.  Página 244    (Negro plancha)



245

Más adelante se agrega que en lo relativo a la relación contractual
entre el demandante y el presbítero “B.” es claro que se efectuó asumiendo
dicho presbítero una representación de la que carecía, por lo que su actua-
ción exorbitada carecía de efectos vinculantes para la persona jurídica que
había dicho representar. 

también se señala que del expediente administrativo municipal
surgía que cáritas de la parroquia “v. de B.” no tenía estatutos propios, ni
comisión directiva, que no poseía un estatuto sino una serie de principios,
que pertenecía al obispado de azul, que no llevaba balance ni documenta-
ción contable propia; y que, además, dependía del obispado de azul y par-
ticipaba de su personería. 

así, sin ingresar al análisis de otras cuestiones también tratadas a lo
largo de la sentencia, se arriba al fallo que rechaza la demanda promovida
contra el obispado de azul y contra cáritas de la parroquia “v. de B.”, con
costas a cargo del demandante perdidoso en ambas instancias.

Más allá de alguna otra cuestión que podría también ser objeto de tra-
tamiento o discusión28, lo importante, aquí, es remarcar las consecuencias
jurídicas que se derivan de la condición de persona jurídica pública no esta-
tal reconocida a la iglesia católica en el ordenamiento argentino. 

no es extraño apreciar, en la práctica diaria, no sólo un desconoci-
miento bastante generalizado del derecho canónico, sino del propio estatus
jurídico que el ordenamiento legal argentino da a la iglesia católica, y del
pertinente, por ello, reconocimiento y aplicación de la normativa canónica. 

Por lo cual, no puede llamar la atención encontrarse con plantea-
mientos judiciales como el que se ha visto, o con otros similares, sobre todo
en temas como en el de las colectas, donde la iglesia, a fin de evitar abusos
o que se vea sorprendida la buena fe de los fieles, estableció una normativa
rígida, con la posibilidad de que cada conferencia episcopal pueda dictar
normas que regulen su ejercicio, como en su caso lo ha hecho la

28 Por ejemplo, si el presbítero “B.” no representaba a cáritas de la parroquia “v. de
B.”, como se ha visto que se expresa en la sentencia, la pregunta que surge es: ¿entonces por
qué se recurre al canon 1265 del c.i.c. y a la norma dada por la conferencia episcopal
argentina sobre el particular? ¿cómo se relaciona la citada normativa con dicha situación?,
ya que no representar a cáritas de la parroquia “v. de B.” no es lo mismo que no estar auto-
rizado a organizar una rifa de cáritas parroquia “v. de B.”. Pero avanzando aún más, si
cáritas de la parroquia “v. de B.” no tenía personería jurídica propia, sino que dependía y
participaba de la personería jurídica del obispado de azul, cómo es posible que haya sido
demandada y se la haya tenido por parte en el juicio.
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conferencia episcopal argentina –sobre colectas y las demás formas de
recaudación–, y que han servido, como se ha podido apreciar, para resolver
un planteamiento de esta índole canalizado por ante la justicia civil.

246 jorge antonio di nicco
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